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PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO  
DE ACTO LEGISLATIVO NUMERO 014  DE 2006 SENADO, 

060  DE 2006 CAMARA
por medio del cual la ciudad de Buenaventura se organiza como 

Distrito Especial, Industrial, Portuario, Biodiverso y Ecoturístico.
Bogotá, D. C., 24 de octubre de 2006
Doctor
EDUARDO ENRIQUEZ MAYA
Presidente Comisión Primera honorable Senado de la República
Ciudad
De conformidad con el mandato por usted impartido, me ha corres-

pondido la honrosa designación de rendir ponencia para primer debate 
al Proyecto de Acto Legislativo número  014 de 2006 Senado, 060 
de 2006 Cámara,  por medio del cual la ciudad de Buenaventura se 
Organiza como Distrito Especial,  Industrial, Portuario,  Biodiverso 
y Ecoturístico.

�. ANTECEDENTES
El Proyecto de Acto Legislativo número 0�4 de Senado, 060 de 

2006 Cámara,  por medio del cual la ciudad de Buenaventura se Or-
ganiza como Distrito Especial, Industrial, Portuario, Biodiverso y 
Ecoturístico, busca formar a la ciudad de Buenaventura en Distrito 
Especial, Industrial, Portuario,  Biodiverso y Ecoturístico; ya que a 
pesar de contar con una excelente localización geoestratégica y bue-
nas condiciones de mercado para convertirse en un importante cen-
tro o polo de desarrollo portuario, logístico e industrial, carece de la 
suficiente y adecuada infraestructura económica para tal fin. Razón 
por la cual debe explorar las diversas posibilidades que le brindan los 
instrumentos del presente proyecto de acto legislativo, reformando su 
régimen político, fiscal y administrativo.

Todo lo anterior conlleva como resultado al mejoramiento de su 
infraestructura urbana, su sistema vial, redes de servicios públicos y 
en general instalaciones para garantizar el adecuado funcionamiento 
de los diferente modos de transporte, a fin de atraer y generar nuevas 
inversiones, fomentar la concurrencia de capital privado y estimular 
la exportación de bienes y servicios producidos en el territorio; in-

centivar el aumento de las fuentes de empleo como condición para 
incrementar el ingreso y disminuir la pobreza en la región.

�.� Historia de la evolución comercial en el Pacífico:
Hace 500 años, el centro comercial del mundo empezó a trasladar-

se del mediterráneo al Atlántico, hoy esta pasando del Atlántico al Pa-
cífico. Las ciudades de la cuenca del Pacífico-Los Angeles, Sydney y 
Tokio, están remplazando a las viejas ciudades del Atlántico-Londres, 
París y New York.

A finales del siglo pasado Asia era un mercado de 3 billones de 
dólares y creciendo desde entonces a razón de 3,000 millones por 
semana, de cualquier modo que se mida, demográfica, geográfica o 
económicamente, la Cuenca del Pacífico es una poderosa presencia 
mundial

Esta vastísima región se extiende desde la costa occidental de la 
América del Sur hacia el norte hasta el estrecho de Bering, de allí 
a la Unión Soviética y luego al sur hasta Australia, todos los países 
bañados por las aguas del Pacífico. Pero la fuerza impulsora de este 
desplazamiento del Atlántico al Pacífico es el milagro económico de 
Asia.

Lo anterior nos muestra el Mediterráneo como el Océano del Pa-
sado, al Atlántico el del presente y al Pacífico el del Futuro. Si bien 
el Japón es hoy por hoy el líder económico de la región, ya estamos 
viendo que la región dominante será Asia Oriental (China y los cuatro 
Tigres: Corea del Sur, Taiwán, Hong Kong y Singapur).

En una economía globalizada, el auge de la Cuenca del Pacífico 
no tiene que significar decadencia de Occidente, a menos que el Oc-
cidente no entienda el significado de esta tendencia y no sepa apro-
vecharla. A manera de ejemplo, Chile acaba de firmar un acuerdo de 
libre Comercio con Taiwán, lo que nos indica el inicio de acuerdos 
con Suramérica.

Colombia por la circunstancia especialísima de ser País esquina de 
Suramérica ha sido víctima del narcotráfico, por tierra, mar o aire, sin 
embargo para el caso que nos ocupa, es una fortaleza por estar loca-
lizado en el centro geométrico del mundo, lo que hacia futuro nos 
constituye en un cruce de rutas marítimas.

Nuestro País se encuentra entre dos océanos; el del presente (At-
lántico) y el del futuro (Pacífico), y a través de nuestro puerto en el 
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mar de Balboa, Buenaventura está movilizando el 53% del trafico 
marítimo de carga, de las Sociedades Portuarias, correspondiente 
al Comercio Exterior Colombiano, sin tener en cuenta el trafico 
de carga generado por el Petróleo, el Carbón y la Sal. 

Si bien es cierto que en 20 años debemos tener un puerto competi-
tivo en la costa Pacífica Colombiana, frente a los puertos de Los An-
geles y San Francisco en los Estados Unidos, Vancouver en Canadá, 
El Puerto de Balboa y el Puerto de Farfán (a construir en 4 años) en 
Panamá, Tenemos que tener en cuenta que la capacidad portuaria 
en la Bahía de Buenaventura se encuentra hoy, solamente, en un 
30% de su potencial desarrollo. El 70% restante se complementará 
con proyectos portuarios tales como: Puerto Industrial Aguadulce en 
fase III, con ayuda económica de Holanda y de los EEUU, el cual 
cuenta con todas las licencias ambientales y de concesión portuaria; 
diseño en fase III de la vía de acceso terrestre, con aportes del Minis-
terio de Transporte, Fondo Nacional de Regalías por un valor de 6�7 
millones de pesos, y otros proyectos en etapa de desarrollo lo que 
permitirá que el Puerto de Buenaventura pase de una capacidad actual 
de �0 millones a 25 millones de toneladas. 

2. IMPORTANCIA DEL PROYECTO DE LEY
2.�. Conclusiones del estudio del consorcio Incoplan-Parson 
Informe uno (1). Este informe concluye que: “Se espera que el 

terminal de Buenaventura existente, ampliado a su máxima capacidad 
entre 8.5 y 9.0 millones de toneladas, aproximadamente en el año 
2003 absorba el monto de proyección de tráfico que entre el 2000 y el 
2005 debe estar entre 7.2 y 10.3 millones de toneladas y la diferencia 
sea repartida según los otros proyectos”.

Informe tres (3). En este informe se adelantó un diagnóstico am-
biental de alternativas de expansión portuaria de la Costa Pacífica se-
gún el auto 590/95. Es este informe se dan a conocer las evaluaciones 
ambientales de las alternativas Buenaventura, Málaga y Tribugá, in-
cluyendo los muelles, patios y elementos portuarios, canal de acceso 
y fondeaderos, obras de protección costera, áreas de vivienda y servi-
cios complementarios, zona futura de expansión y vías de conexión, 
concluyendo que:

“ambientalmente la Bahía de Buenaventura resulta ser la ex-
pansión de mayor viabilidad, luego de la de Málaga y por último 
la de Tribugá”.

 (continuación del Informe tres): 
Viabilidad de las alternativas

 Ponderación
%

Buenaventura
%

Málaga
%

Tribugá
%

Susceptibilidad 20 100 13.20 4.60
Efectos 
ambientales

40 82.5 30.60 7.50

Efectos 
socioeconómicos

40 87.0 71.80 18.40

Tal y como lo muestra este comparativo de viabilidad, la alternativa menos 
viable es Tribugá. Posteriormente Bahía Málaga es descartada como alternativa, 
siendo aún, más viable que Tribugá

2.2. Recomendaciones del estudio Incoplan Parson:
El Gobierno Nacional en primer término debe centrar todos los 

esfuerzos para desarrollar la expansión de la capacidad portuaria 
de la zona portuaria de la Bahía de Buenaventura, apoyando las 
iniciativas privadas bajo la responsabilidad de la doble calzada o 
vía alterna

– La opción de Bahía Málaga como futuro desarrollo debe descar-
tarse.

– La posición de desarrollar infraestructura física y facilidades por-
tuarias en la zona de Tribugá, sólo se debe considerar posible, en caso 
de que prevalezca una decisión estratégica nacional que evalúe los 
riesgos económicos de disponer un solo puerto y una sola vía hacia 
el Pacífico

– Desde el Punto de vista sociocultural, Tribugá presenta una ma-
yor complejidad

– “El gobierno Nacional en primer término debe centrar todos los 
esfuerzos… apoyando las iniciativas privadas bajo la responsabilidad 
de la doble calzada o vía alterna” 

2.3. Buenaventura requiere:
�. Se continúe con la construcción de la doble calzada Citronela 

Alto Zaragoza, que tiene una longitud de �5 km.
2. Que no se efectúen más estudios sobre la vía alterna a Buena-

ventura ya que el estudio en fase III del proyecto “Alto Zaragoza-Pla-
ya Rica” cumple con las exigencias y se encuentra en las oficinas del 
Invías, totalmente terminado desde �999.

3. Profundizar el canal de acceso al puerto de Buenaventura hasta 
los �2 mt, así como la profundización de la dársena del puerto has-
ta los 12 metros en marea mínima, lo que permitirá atender el tráfi-
co superior a �0.5 metros de calado como los barcos postpanamax y 
atender el mercado del transbordo que en Buenaventura ya supera los 
50.000 contenedores.

4. Apoyando la iniciativa privada, construir la vía que unirá al 
puerto de Aguadulce con la vía principal en una longitud de 2� km 
ya que este puerto cuenta con estudios en fase III de esta vía, valor de 
estudios cancelados mediante aporte de la nación por Fondo Nacional 
de Regalías

3. CONVENIENCIA ECONOMICA Y AMBIENTAL
Considerando la gama de componentes ambientales el Puerto de 

Tribugá producirá el mayor impacto ambiental, debido principalmen-
te a los efectos e impactos indirectos que generará el proyecto de la 
carretera de conexión al puerto, así como la intervención antrópica en 
una zona caracterizada por su alta sensibilidad ecológica y cultural

La expansión de la capacidad portuaria en la zona de Buenaventura 
presenta los menores impactos ambientales.

Desde el punto de vista económico, la expansión de la capacidad 
portuaria de Buenaventura arroja las mejores posibilidades según 
los diferentes escenarios considerados, produciendo índices eco-
nómicos favorables.

Buenaventura operó más de 50.000 contenedores de transbordo en 
el año 2002, que es la carga principal de los puertos Pibotes o puertos 
Hub, hace apenas dos años, estaba operando menos de 5.000 conte-
nedores de transbordo por año, presentando un crecimiento que nos 
lleva a concluir que las navieras están utilizando, con proyección, es-
tas instalaciones. 

Pero a pesar de presentar Buenaventura, todas las características  
de un puerto de trasbordo, profundizando el canal de acceso a �2 me-
tros en mínima marea y la construcción de la vía alterna, está loca-
lizada en una bahía abrigada lo que no requiere de obras hidráulicas 
como rompeolas, etc., que sí se requiere con costos muy altos, cuando 
se tiene una rada abierta

Buenaventura brinda a la Líneas Navieras, una carga de compen-
sación de más de 8 millones de toneladas anuales y con un crecimien-
to superior al 10% anual, una zona de influencia rica en consumo y 
producción (Antioquia, Cundinamarca, Zona Cafetera, Suroccidente 
de Colombia) y vías de comunicación terrestre y aérea; pero aún así, 
esto no nos puede llevar a pensar que Buenaventura se convier-
ta en un puerto concentrador de carga de trasbordo o “Puerto 
HUB”, según las recomendaciones de los que saben del tema, doc-
tor Hoffmann, haciendo difícil aún más la justificación de otro 
puerto, dada la cercanía de Panamá, y su proyección de creci-
miento como el Puerto de Farfán. 

3.1. Situación Social
La profunda crisis social que vive el municipio de Buenaventura 

se ve reflejada en todos los sectores que conforman la estructura de 
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la sociedad. La educación es una de las más sacrificadas en todos sus 
niveles y específicamente el tecnológico y profesional. La industria 
y el comercio no tienen las condiciones mínimas de desarrollo y las 
fuentes de empleo se ven muy por debajo del orden nacional; es decir, 
el desempleo se constituye en el eje que atraviesa toda la crisis así 
como la ausencia de infraestructura en la ciudad. La salud presenta 
niveles de deterioro profundamente preocupantes.

El documento Conpes 3410 de 2006, abordó la agenda social del 
municipio de Buenaventura y su problemática en la cual se requiere 
el consenso de todo el país puesto que este municipio no es solamente 
un tema regional, también es nacional. El documento plantea lo si-
guiente:

“En general los principales indicadores de salud son preocupan-
tes y se encuentran por debajo de los promedios nacionales. Para 
2004, la mortalidad en menores de 5 años alcanza una tasa de 36,0 
por cada 1.000 nacidos vivos; en menores de 1 año 31,4 por cada 
1.000 nacidos vivos; la mortalidad materna presenta una tasa de 
176,1 muertes por cada 100.000 nacidos vivos; y por cáncer de cuello 
uterino se presentan 9,6 muertes por cada 100.000 mujeres. De otro 
lado, se registraron 2 muertes por malaria de 8.751 casos; 15 muer-
tes por tuberculosis de 196 casos notificados; 8 muertes por SIDA, 
46 casos registrados de VIH y 15 menores de cinco años notificados 
(transmisión madre-hijo)”.

En relación con la pobreza y el desempleo, el documento señala, 
“los resultados de la encuesta de hogares realizada en el 2003, por 
el Municipio de manera conjunta con el DANE, demuestran que la 
incidencia de la pobreza alcanza el 80,6% de la población, mientras 
que la indigencia llega al 43,5%. Para 2003 el nivel de pobreza en 
Buenaventura se explica, entre otras, por la alta tasa de desempleo 
(29%), subempleo (35%) y los bajos niveles salariales (63% de los 
ocupados ganan menos de un salario mínimo), que impiden que los 
miembros de los hogares lleven los recursos necesarios para cubrir 
las necesidades de alimentos y el consumo de otros bienes y servicios 
básicos. En relación con la justificación del Conpes para el caso Bue-
naventura concluye: 

“Lo anterior, teniendo en cuenta que Buenaventura enfrenta una 
aguda crisis social, económica e institucional que se refleja entre 
otros, en los altos índices de pobreza en que se encuentra su pobla-
ción, el debilitamiento y deslegitimación de sus instituciones y el bajo 
nivel de desarrollo económico y de competitividad territorial de la 
ciudad”.

4. CONSIDERACIONES JURIDICAS
Este acto legislativo pretende  adicionar  el artículo 356 de la Cons-

titución Política, modificado por los Actos Legislativos 01 de 1993 y 
el 0� de 200�.

De esta manera al organizar a Buenaventura como Distrito Espe-
cial y según los términos del artículo 356 de la Constitución Política, 
le corresponderían de los ingresos corrientes de la Nación, un porcen-
taje en la distribución de estos mucho mayor para la atención directa 
de los servicios que le asignen.

Además, tendrá derecho a participar en las regalías y correspon-
dientes compensaciones (artículo 360 C. P.), de la explotación de los 
recursos naturales no renovables, así como aquellos por cuyos puertos 
marítimos y fluviales se transporten dichos recursos, y lo más impor-
tante tendrá derecho, en los términos que señale la ley a participar de 
los ingresos del Fondo Nacional de Regalías, los cuales aplicarán a la 
promoción de la minería, a la preservación del ambiente y a financiar 
proyectos regionales de inversión definidos como prioritarios en los 
Planes de desarrollo del respectivo Distrito. 

Con los antecedentes históricos Legales y Constitucionales que 
erigieron a las ciudades de Barranquilla, Cartagena, Santa Marta y 
Bogotá, en Distritos Especiales y de Capital.  En lo pertinente a la 
distribución de recursos y de las competencias conforme al mismo 

artículo 356 de la Constitución, modificado por los precitados actos 
legislativos será a iniciativa del Gobierno la fijación de los servicios 
a cargo del Distrito a través del sistema general de participaciones 
establecido mediante acto legislativo.

Proposición
Honorables Senadores, por lo anteriormente expuesto, me permito 

solicitar a la honorable Comisión Primera del Senado, dese primer 
debate al Proyecto de Acto Legislativo número 0�4 de 2006 Senado, 
060 de 2006 Cámara, por medio del cual la ciudad de Buenaventura 
se organiza como Distrito Especial,  Industrial, Portuario, Biodiverso 
y Ecoturístico.

Atentamente,
Hernán Andrade Serrano,

Ponente.
TEXTO DEFINITIVO AL PROYECTO DE ACTO  
LEGISLATIVO NUMERO 060  DE 2006 CAMARA

Aprobado en segundo debate en la sesión plenaria  
de la honorable Cámara de Representantes el día 10  

de octubre de 2006, según consta en el Acta 018, 
por medio del cual la ciudad de Buenaventura se organiza como 

Distrito Especial, Industrial, Portuario, Biodiverso y Ecoturístico, 
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Adiciónese el siguiente párrafo al artículo 356 de la 

Constitución Política:
La ciudad de Buenaventura se organiza como Distrito Especial, 

Industrial, Portuario, Biodiverso y Ecoturístico. Su régimen político, 
fiscal y administrativo será el que determinen la Constitución y las 
leyes especiales que para el efecto se dicten, y en lo no dispuesto en 
ellas, las normas vigentes para los municipios.

Artículo 2°. El artículo 328 de la Constitución Política quedará 
así:

El Distrito Turístico y Cultural de Cartagena de Indias y el Distrito 
Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta conservarán su régimen 
y carácter, y se organiza a Buenaventura como Distrito Especial, In-
dustrial, Portuario, Biodiverso y Ecoturístico.

Artículo 3°. Este acto legislativo rige a partir de su promulgación.
CAMARA DE REPRESENTANTES 

Secretaría General
Bogotá, D. C., �0 de octubre de 2006.
En sesión plenaria del día �0 de octubre de 2006, fue aprobado en 

segundo debate el texto definitivo del Proyecto de Acto Legislativo 
número 060 de 2006 Cámara, por medio del cual la ciudad de Bue-
naventura se organiza como Distrito Especial, Industrial, Portuario, 
Biodiverso y Ecoturístico.

Esto con el fin de que el citado proyecto de ley siga su curso legal 
y reglamentario y de esta manera dar cumplimiento con lo establecido 
en el artículo �82 de la Ley 5ª de �992.

Lo anterior según consta en el acta de sesión plenaria 0�8 del �0 
de octubre de 2006.

Atentamente,
Heriberto Sanabria Astudillo, Ponente Coordinador; Jorge Ho-

mero Giraldo, Roy Leonardo Barreras, River Franklin Legro, José 
Thyrone Carvajal y Carlos Fernando Motoa, Ponentes; Angelino Liz-
cano Rivera, Secretario General.
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INFORME A LAS OBJECIONES PRESIDENCIALES
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 356 DE 2005  

CAMARA, 136 DE 2004 SENADO
por medio de la cual se modifica el Decreto-ley 254 de 2000, so-

bre procedimiento de liquidación de entidades públicas de la Rama 
Ejecutiva del orden nacional.

Bogotá,  D. C., octubre de 2006 
Doctora
DILIAN FRANCISCA TORO TORRES
Presidenta Senado de la República
Ciudad
Asunto: Informe a las objeciones Presidenciales al Proyecto de 

ley número 356 de 2005 Cámara, 136 de 2004 Senado.
Por designación hecha por la Mesa Directiva del honorable Senado 

de la República y la Cámara de Representantes, para presentar infor-
me a las objeciones presidenciales al Proyecto de ley número 356 de 
2005 Cámara, 136 de 2004 Senado, por medio de la cual se modifica 
el Decreto-ley 254 de 2000, sobre procedimiento de liquidación de 
entidades públicas de la Rama Ejecutiva del Orden Nacional, proce-
demos a rendir informe en los siguientes términos:

I. ANTECEDENTES
El proyecto de ley de la referencia fue presentado a consideración 

del Congreso de la República por la doctora Gloria Inés Cortés Aran-
go, Viceministra de Hacienda y Crédito Público, encargada de las fun-
ciones del Despacho del Ministro de Hacienda y Crédito Público, y 
por el doctor Fernando Grillo Rubiano, Director del Departamento 
Administrativo de la Función Pública. El día 4 de octubre de 2004 se 
da reparto por parte del Presidente del Senado a la Comisión Primera 
de estas corporaciones, siendo rendido el informe de ponencia para 
primer debate el día 2 de noviembre de 2004, ponencia para segun-
do debate el �5 de diciembre de 2004, en la Comisión Primera de la 
Cámara el 13 de diciembre de 2005 y en plenaria de Cámara el 31 de 
mayo de 2006 y el informe de conciliación aprobado en el Senado 
de la República y la Cámara de Representantes el día �4 de junio de 
2006.

Finalizado el procedimiento acatando con estricta sujeción a las 
formalidades establecidas en la Constitución y la ley, es enviado el 
proyecto de ley en mención para sanción presidencial, el cual fue de-
vuelto sin la misma, argumentando razones de inconstitucionalidad, 
las cuales deberán ser analizadas por la Comisión Accidental que para 
el efecto conformaron las Mesas Directivas del Senado y la Cámara 
de Representantes, integradas por los honorables Senadores Héctor 
Helí Rojas y Nancy Patricia Gutiérrez, así como por los honorables 
Representantes Felipe Fabián Orozco Vivas y Fernando Tamayo Ta-
mayo.

II. ANALISIS DE LAS OBJECIONES
Se expone en las objeciones como único cargo, la presunta vulne-

ración al artículo 13 de la Constitución Política, indicando que “Con 
el parágrafo 2° del artículo �2 del proyecto se ordena la ‘aceptación’ 
de obligaciones sin aceptar el término de prescripción únicamente 
para las acreencias contenidas en ‘fallos o sentencias judiciales ejecu-
toriadas’, estableciendo un tratamiento desigual de los créditos, frente 
a las reclamaciones de los demás acreedores de la liquidación, al im-
poner un deber al liquidador que consiste en ACEPTAR tales créditos, 
sin examinar si están o no prescritas las obligaciones contenidas en 
ellos, volviendo de esta forma imprescriptibles los créditos que se 
encuentren en ‘fallos o sentencias judiciales ejecutoriadas’ para este 
tipo de procesos”.

III. CONSIDERACIONES
�. Al analizar el trámite del proyecto, encontramos que el parágra-

fo 2° del artículo �2 del proyecto de ley busca que las reclamaciones 
soportadas en fallos o sentencias judiciales ejecutoriadas, de las enti-
dades en liquidación sean admitidas sin término de prescripción. 

El parágrafo Introducido en el tercer debate en la Comisión Prime-
ra de la Cámara, después de una audiencia pública en donde se pre-
sentaron casos de desconocimiento de derechos derivados de fallos 
judiciales en los procesos de liquidación de entidades publicas quizás 
originados en el afán de finiquitar los problemas de entidades impro-
ductivas, ineficientes o corruptas, los autores dando un valor especial 
a las sentencias ejecutoriadas, con la consideración de que para llegar 
a ella ha debido moverse el aparato judicial del Estado y ha requerido 
en la mayoría de los casos, una defensa y un procedimiento que ha 
tomado tiempo de discusión y controversia probatoria, requiere una 
valoración preferencial que no puede ser igual a la de cualquier otro 
crédito. 

2. El Gobierno Nacional considera vulnerado el artículo 13 de la 
Constitución Política que dice: “Todas las personas nacen iguales ante 
la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y go-
zarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna 
discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, 
lengua, religión, opinión política y filosófica (…)”.

La objeción analiza que de él resulta un tratamiento desigual de los 
créditos derivados de fallos judiciales frente a las reclamaciones de 
los demás acreedores de la liquidación, al imponer el deber de acep-
tarlos en cualquier tiempo, volviéndolos imprescriptibles e impidien-
do la contradicción y el pago ordenado por la prelación legal.

3. Entendidos los argumentos de los autores de la propuesta, en el 
sentido de querer darle un valor especial a la sentencia judicial, por 
tratarse de una decisión que ha requerido previamente la discusión del 
derecho y la participación tanto del titular como de la entidad some-
tida posteriormente a la liquidación y que en razón a la celeridad de 
los procesos liquidatorios, en ocasiones los términos de prescripción 
pueden ser demasiado breves, vale la pena también entender las con-
sideraciones de la objeción en cuanto a la necesidad de seguridad jurí-
dica, para que las liquidaciones no queden abiertas por términos inde-
finidos. Queda la duda y no será esta la oportunidad de aclararla, pues 
ya terminó en el Congreso el debate del proyecto, si las obligaciones 
derivadas de fallos judiciales deben ser cubiertas por la nación, o la 
entidad territorial responsable de la entidad sometida a liquidación.

Así las cosas solicitamos que el presente proyecto se convierta en 
ley de la República y nos permitimos remitir el texto del proyecto de 
ley.

PROYECTO DE LEY NUMERO 136  DE 2004 SENADO,  
365 DE 2005 CAMARA

por medio de la cual se modifica el Decreto-ley 254 de 2000,  
sobre procedimiento de liquidación de entidades públicas  

de la Rama Ejecutiva del orden nacional  
y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo �º. El artículo �º del Decreto-ley 254 de 2000 quedará 
así:

Artículo �º. Ambito de aplicación. La presente ley se aplica a las 
entidades públicas de la Rama Ejecutiva del orden nacional, res-
pecto de las cuales se haya ordenado su supresión o disolución. La 
liquidación de las Sociedades Públicas, las Sociedades de Economía 
Mixta en las que el Estado posea el noventa por ciento (90%) o más 

INFORME  DE  OBJECIONES  PRESIDENCIALES
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de su capital social y las Empresas Sociales del Estado, se sujetarán 
a esta ley.

Los vacíos del presente régimen de liquidación se llenarán con el 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y las normas que lo desa-
rrollan.

Aquellas que por su naturaleza tengan un régimen propio de li-
quidación, contenido en normas especiales, una vez decretada su su-
presión o disolución realizarán su liquidación con sujeción a dichas 
normas.

Parágrafo �º. Las entidades territoriales y sus descentralizadas, 
cuando decidan suprimir o disolver y liquidar una entidad pública de 
dicho nivel, se regirán por las disposiciones de esta ley, adaptando su 
procedimiento a la organización y condiciones de cada una de ellas, 
de ser necesario, en el acto que ordene la liquidación.

Parágrafo 2º.  Las entidades de orden territorial que se encuentren 
en proceso de liquidación a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, 
podrán acogerse en lo pertinente a lo dispuesto en la presente ley.

Artículo 2º. Los parágrafos �º y 2º del artículo 2º del Decreto-ley 
254 de 2000 quedarán así:

Parágrafo �º. En el acto que ordena la supresión o disolución se 
señalará el plazo para realizar la liquidación de la respectiva entidad, 
el cual será fijado teniendo en cuenta las características de la misma. 
Si la liquidación no concluye en dicho plazo, el Gobierno podrá pro-
rrogar el plazo fijado por acto administrativo debidamente motivado.

Parágrafo 2º. Los jueces que conozcan de los procesos en los cua-
les se hayan practicado las medidas a que se refiere el literal d) del 
presente artículo, a solicitud del liquidador oficiarán a los registrado-
res de instrumentos públicos, autoridades de tránsito y transporte y 
Cámaras de Comercio, para que estos procedan a cancelar los corres-
pondientes registros.

Articulo 3º. El artículo 3º del Decreto-ley 254 de 2000 quedará 
así:

Artículo 3º. La dirección de la liquidación estará a cargo de un 
liquidador. En el acto que ordene la supresión o disolución de la en-
tidad, podrá preverse:

a) La existencia de una junta asesora, si es del caso, integrada por 
las personas y con las funciones que en dicho acto, o en uno posterior 
que lo adicione o modifique, se señalen, y

b) La existencia de un revisor fiscal, cuando así se disponga, que 
tendrá las mismas calidades y funciones establecidas para este cargo 
en el Capítulo VII Título I Libro Segundo del Código de Comercio.

Artículo 4º. El artículo 4º del Decreto-ley 254 de 2000 quedará 
así:

Artículo 4º. Competencia del liquidador. Es competencia del li-
quidador adelantar bajo su inmediata dirección y responsabilidad el 
procedimiento de liquidación de la entidad pública del orden nacional 
para la cual sea designado.

El liquidador podrá contratar personas especializadas para la reali-
zación de las diversas actividades propias del proceso de liquidación.

Artículo 5º. El artículo 5º del Decreto-ley 254 de 2000 quedará 
así:

Artículo 5º. Del liquidador. El liquidador será de libre designación 
y remoción del Presidente de la República; estará sujeto al mismo 
régimen de requisitos para el desempeño del cargo, inhabilidades, in-
compatibilidades, responsabilidades y demás disposiciones previstas 
para el representante legal de la respectiva entidad pública en liqui-
dación.

Sin perjuicio de lo anterior, podrá ser designado como liquidador 
quien se haya desempeñado como miembro de la junta directiva o ge-
rente o representante legal de la respectiva entidad o en las que hagan 
parte del sector administrativo al que aquella pertenece.

El Presidente de la República, fijará la remuneración y  régimen 
de prestaciones  de los liquidadores teniendo en cuenta los objetivos 
y criterios señalados en la Ley 4ª de �992 y el cumplimiento de las 
metas fijadas para el desarrollo de la liquidación.

Artículo 6º. El artículo 6º del Decreto-ley 254 de 2000 quedará 
así:

Artículo 6º. Funciones del liquidador. Son funciones del liquida-
dor las siguientes:

a) Actuar como representante legal de la entidad en liquidación;
b) Responder por la guarda y administración de los bienes y habe-

res que se encuentren en cabeza de la entidad en liquidación, adop-
tando las medidas necesarias para mantener los activos en adecuadas 
condiciones de seguridad física y ejerciendo las acciones judiciales y 
administrativas requeridas para el efecto;

c) Informar a los organismos de veeduría y control del inicio del 
proceso de liquidación;

d) Dar aviso a los jueces de la República del inicio del proceso de 
liquidación, con el fin de que terminen los procesos ejecutivos en cur-
so contra la entidad, advirtiendo que deben acumularse al proceso de 
liquidación y que no se podrá continuar ninguna otra clase de proceso 
contra la entidad sin que se notifique personalmente al liquidador;

e) Dar aviso a los registradores de instrumentos públicos, autori-
dades de tránsito y transportes y Cámaras de Comercio, para que den 
cumplimiento a lo dispuesto en el literal d) del artículo 2º del presente 
decreto, y para que dentro de los treinta (30) días siguientes a que 
se inicie la liquidación informen al liquidador sobre la existencia de 
folios en los que la institución en liquidación figure como titular de 
bienes o de cualquier clase de derechos;

f) Ejecutar los actos que tiendan a facilitar la preparación y realiza-
ción de una liquidación rápida y efectiva;

g) Elaborar el anteproyecto de presupuesto de la entidad y cuando 
sea del caso presentarlo al Ministro o Director de Departamento Ad-
ministrativo, al cual esté adscrita o vinculada la entidad pública en 
liquidación, para su aprobación y trámite correspondiente;

h) Adelantar las gestiones necesarias para el cobro de los créditos 
a favor de la entidad;

i) Continuar con la contabilidad de la entidad;
j) Celebrar los actos y contratos requeridos para el debido desa-

rrollo de la liquidación y representar a la entidad en las sociedades, 
asociaciones y entidades en que sea socia o accionista;

k) Transigir, conciliar, comprometer, compensar o desistir, judicial 
o extrajudicialmente, en los procesos y reclamaciones que se presen-
ten dentro de la liquidación, cuando sea del caso, y atendiendo las re-
glas sobre prelación de créditos establecidas en el presente decreto;

l) Promover, en los casos previstos por la ley, las acciones discipli-
narias, contenciosas, civiles o penales necesarias contra los servidores 
públicos, personas o instituciones que hayan participado en el manejo 
de los bienes y haberes de la entidad en liquidación;

m) Rendir informe mensual de su gestión y los demás que se le 
soliciten;

n) Presentar el informe final general de las actividades realizadas 
en el ejercicio de su encargo;

o) Velar porque se dé cumplimiento al principio de publicidad den-
tro del proceso de liquidación;

p) Las demás que le sean asignadas en el decreto de nombramiento 
o que sean propias de su encargo.

Parágrafo �º. En el ejercicio de las funciones de que tratan los lite-
rales j) y k) del presente artículo, se requerirá previamente de apropia-
ción y disponibilidad presupuestal.
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Parágrafo 2º.  El liquidador designado deberá presentar dentro de 
un término máximo de 3 meses contados a partir de su posesión un 
informe sobre el estado en que recibe la entidad suprimida o disuelta, 
especialmente sobre las condiciones de la contabilidad general, los 
documentos que conforman el archivo y la relación y estado de los 
bienes.

El liquidador enviará a la Contraloría General de la República co-
pia del informe correspondiente, para los efectos relacionados con su 
responsabilidad como liquidador.

Artículo 7º. El artículo 7º del Decreto-ley 254 de 2000 quedará 
así:

Artículo 7º. De los actos del liquidador. Los actos del liquidador 
relativos  a la aceptación, rechazo, prelación o calificación de créditos 
y en general, los que por su naturaleza constituyan ejercicio de funcio-
nes administrativas, constituyen actos administrativos y serán objeto 
de control por la jurisdicción de lo contencioso administrativo.  Los 
actos administrativos del liquidador gozan de presunción de legalidad  
y su impugnación ante la jurisdicción de lo contencioso administrati-
vo no suspenderá en ningún caso el procedimiento de liquidación.

Sin perjuicio del trámite preferente que debe dar a las acciones ins-
tituidas por la Constitución Política, la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo dará prelación al trámite  y decisión de los procesos en 
los cuales sea parte una entidad pública en liquidación. 

Los jueces laborales  deberán adelantar los procesos tendientes a 
obtener  permiso para despedir a un trabajador amparado con fuero 
sindical, de las entidades que se encuentren en liquidación, dentro de 
los términos establecidos en la ley y con prelación a cualquier asunto 
de naturaleza diferente, con excepción de la acción de tutela. El in-
cumplimiento de esta disposición será causal de mala conducta. 

Contra los actos administrativos del liquidador únicamente proce-
derá el recurso de reposición; contra los actos de trámite, preparato-
rios, de impulso o ejecución del procedimiento no procederá recurso 
alguno.

El liquidador podrá revocar directamente los actos administrativos 
en los términos del Código Contencioso Administrativo y demás nor-
mas legales.

Artículo 8º. El artículo 8º del Decreto-ley 254 de 2000 quedará 
así:

Artículo 8º. Plazo. Dentro de los treinta (30) días siguientes a la 
fecha en que asuma sus funciones, el liquidador elaborará un pro-
grama de supresión de cargos, determinando el personal que por la 
naturaleza de las funciones desarrolladas debe acompañar el proceso 
de liquidación.

No obstante, al vencimiento del término de liquidación quedarán 
automáticamente suprimidos los cargos existentes y terminarán las 
relaciones laborales de acuerdo con el respectivo régimen legal apli-
cable.

Artículo 9º. El artículo �8 del Decreto-ley 254 de 2000 quedará 
así:

Artículo �8. Inventarios. El liquidador dispondrá la realización de 
un inventario físico, jurídico y contable detallado de los activos, pa-
sivos, cuentas de orden y contingencias de la entidad, el cual deberá 
ser realizado dentro de un plazo no superior a seis (6) meses, contado 
a partir de la fecha de su posesión, prorrogables por una sola vez por 
un plazo no superior a seis (6) meses; dicha prórroga debe estar debi-
damente justificada.

El inventario debe estar debidamente soportado en los documentos 
correspondientes e incluirá la siguiente información:

�. La relación de los bienes muebles e inmuebles de propiedad de 
la entidad y de los créditos y activos intangibles de que sea titular.

2. La relación de los bienes cuya tenencia esté en poder de un ter-
cero, indicando en cada caso el nombre del titular, la naturaleza del 
contrato y la fecha de vencimiento.

3. La relación de los pasivos indicando la cuantía y naturaleza de 
los mismos, sus tasas de interés y sus garantías, y los nombres de los 
acreedores. En el caso de pasivos laborales se indicará el nombre de 
los trabajadores y el monto debido a cada uno. Igualmente se incluirá 
la relación de los pensionados y el valor del cálculo actuarial corres-
pondiente.

4. La relación de contingencias existentes, incluyendo los procesos 
o actuaciones administrativas que se adelanten y la estimación de su 
valor.

Parágrafo. En el inventario se identificarán por separado aquellos 
bienes que se consideren indispensables para el funcionamiento de la 
entidad durante el período de la liquidación. Asimismo, se anotarán y 
explicarán las inconsistencias entre dicho inventario y el recibido por 
el liquidador al momento de iniciar su gestión, si las hubiere.

Artículo �0. El artículo �9 del Decreto-ley 254 de 2000 quedará 
así:

Artículo �9. Estudio de títulos. Durante la etapa de inventarios, 
el liquidador dispondrá la realización de un estudio de títulos de los 
bienes inmuebles de propiedad de la entidad, con el fin de sanear cual-
quier irregularidad que pueda afectar su posterior enajenación y de 
identificar los gravámenes y limitaciones al derecho de dominio exis-
tentes. Los bienes que tengan estudios de títulos realizados durante el 
semestre anterior a la fecha de inicio de los inventarios, o anteriores 
que sean satisfactorios, no requerirán nuevo estudio de títulos.

Asimismo, el liquidador identificará plenamente aquellos bienes 
inmuebles que la entidad posea a título de tenencia, como arrenda-
miento, comodato, usufructo u otro similar, con el fin de establecer la 
posibilidad de transferir dicha condición a terceros o, de lo contrario, 
proceder a su restitución. Si la restitución no se produjere, se cederán 
los respectivos contratos a la entidad que se determine en el acta final 
de la liquidación.

Artículo ��. El artículo 2� del Decreto-ley 254 de 2000 quedará 
así:

Artículo 2�. Bienes excluidos de la masa de la liquidación. No 
formarán parte de la masa de la liquidación:

a) Los recursos de seguridad social, los cuales deberán ser entrega-
dos a la entidad que determine el Gobierno Nacional;

b) Los bienes y derechos que determine el acto de supresión o diso-
lución, de conformidad con lo dispuesto en el parágrafo �º del artículo 
52 de la Ley 489 de �998, siempre que dichos bienes estén afectos al 
servicio y se requieran para la prestación del mismo cuando se trata de 
la creación de nuevas entidades o del traslado de competencias; cuan-
do quiera que la entidad no posea otros bienes o recursos para atender 
la totalidad de sus pasivos, deberá reconocerse a la entidad en liquida-
ción, por la entidad que reciba los bienes u otra entidad que se señale, 
el valor comercial de los bienes que se transfieran  o establecerse un 
mecanismo que permita a la liquidación disponer de recursos, con 
cargo a dichos bienes, para  atender total o parcialmente  el pago de 
acreencias,  todo ello en la forma que señale el reglamento. 

c) Los bienes públicos que posea la entidad en liquidación, que 
conforme a la Constitución y la ley sean inalienables, inembargables 
e imprescriptibles;

d) Los demás que establece el Estatuto Orgánico del Sistema Fi-
nanciero.

Parágrafo. Los recursos destinados a la ejecución de funciones, 
como consecuencia de la liquidación, fusión o traslado de competen-
cias, de las que trata el artículo 52 de la Ley 489 de �998, conforman 
parte del organismo receptor de la correspondiente función o compe-
tencia.
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Artículo 12. El artículo 23 del Decreto-ley 254 de 2000 quedará 
así:

Artículo 23. Emplazamiento. Dentro del término de los cuarenta y 
cinco (45) días siguientes a la fecha en que se inicie el proceso de li-
quidación, se emplazará a quienes tengan reclamaciones de cualquier 
índole contra la entidad en liquidación y a quienes tengan en su poder 
a cualquier título activos de la entidad, para los fines de su devolución 
y cancelación.

Para tal efecto se fijará un aviso en lugar visible de las oficinas de 
la entidad, tanto de su domicilio principal como de sus dependencias 
y seccionales, y se publicarán dos (2) avisos en un diario de amplia 
circulación nacional y en otro del domicilio principal de la entidad en 
liquidación, si fuere un municipio o distrito diferente a Bogotá, con un 
intervalo no inferior a ocho (8) días calendario.

El aviso contendrá:
a) La citación a todas las personas que se consideren con derecho 

a formular reclamaciones contra la entidad a fin de que se presenten 
indicando el motivo de su reclamación y la prueba en que se funda-
menta;

b) El término para presentar todas las reclamaciones, y la adverten-
cia de que una vez vencido este, el liquidador no tendrá facultad para 
aceptar ninguna reclamación.

Parágrafo. En los procesos jurisdiccionales que al momento de de-
cretarse la liquidación de la entidad se encontraren en curso y dentro 
de los cuales se hubieren practicado medidas cautelares sobre los bie-
nes de la entidad en liquidación, levantada tal medida de acuerdo con 
lo dispuesto en el presente decreto, el o los actuantes deberán consti-
tuirse como acreedores de la masa de la liquidación.

Artículo 13. El artículo 25 del Decreto-ley 254 de 2000 quedará 
así:

Artículo 25. Inventario de procesos judiciales y reclamaciones de 
carácter laboral y contractual. El liquidador de la entidad deberá pre-
sentar al Ministerio del Interior y de Justicia, dentro de los tres (3) 
meses después de su posesión, un inventario de todos los procesos 
judiciales y demás reclamaciones en las cuales sea parte la entidad, el 
cual deberá contener la información que establezca el Ministerio del 
Interior y de Justicia.

Parágrafo �º. El archivo de procesos y de reclamaciones y sus so-
portes correspondientes, será entregado al Ministerio del Interior y de 
Justicia debidamente inventariado con una técnica reconocida para tal 
fin, conjuntamente con una base de datos que permita la identificación 
adecuada.

Parágrafo 2º. Con el propósito de garantizar la adecuada defensa 
del Estado, el liquidador de la entidad, como representante legal de 
la misma, continuará atendiendo, dentro del proceso de liquidación 
y hasta tanto se efectúe la entrega de los inventarios, conforme a lo 
previsto en el presente decreto, los procesos judiciales y demás re-
clamaciones en curso o los que llegaren a iniciarse dentro de dicho 
término.

Artículo �4. El artículo 27 del Decreto-ley 254 de 2000 quedará 
así:

Artículo 27. Adopción de inventarios. Los inventarios que elabore 
el liquidador conforme a las reglas anteriores, deberán ser refrendados 
por el revisor fiscal de la entidad en liquidación, cuando sea del caso.

Copia de los inventarios, debidamente autorizados por el liquida-
dor, deberán ser remitidos a la Contraloría General de la República 
para el control posterior.

Artículo �5. El artículo 28 del Decreto-ley 254 de 2000 quedará 
así:

Artículo 28. Avalúo de bienes. Simultáneamente con la elaboración 
de los inventarios, el liquidador realizará el avalúo de los bienes de 
propiedad de la entidad, sujetándose a las siguientes reglas:

�. Bienes inmuebles. El avalúo de los bienes inmuebles se regirá 
por las disposiciones legales sobre la materia.

2. Bienes muebles. El avalúo de los bienes muebles se practicará 
por peritos avaluadores, cuya designación deberá ser aprobada por 
el Ministro o Director del Departamento Administrativo al cual esté 
adscrita o vinculada la entidad en liquidación.

3. Copia del avalúo de los bienes será remitida a la Contraloría 
General de la República, con el fin de que se ejerza el control fiscal 
sobre el mismo.

Artículo 16. El artículo 30 del Decreto-ley 254 de 2000 quedará 
así:

Artículo 30. Enajenación de activos a otras entidades públicas. La 
entidad en liquidación publicará en la página web que determine el 
Gobierno Nacional una relación del inventario y avalúo de los bienes 
de la entidad, con el fin de que en un plazo máximo de un (1) mes, 
contado a partir de la fecha de la publicación, las demás entidades pú-
blicas informen si se encuentran interesadas en adquirir a título onero-
so cualquiera de dichos bienes. El precio base para la compra del bien 
es el valor del avalúo comercial. La entidad propietaria del bien puede 
establecer un valor inferior al del avalúo comercial que incorpore el 
costo de oportunidad del dinero y el valor presente neto de la adminis-
tración y mantenimiento, de conformidad con la reglamentación que 
para el efecto establezca el Gobierno Nacional. Asimismo, la entidad 
propietaria puede establecer la forma de pago correspondiente. En 
caso tal que existan varias entidades interesadas en adquirir el bien, se 
dará prioridad a aquella entidad con la mejor oferta económica. Si tal 
manifestación ocurre dentro del plazo estipulado, el liquidador cele-
brará un convenio interadministrativo con la entidad respectiva en el 
cual se estipularán las condiciones de la venta.

Artículo 17. El artículo 31 del Decreto-ley 254 de 2000 quedará 
así:

Artículo 31. Enajenación de activos a terceros. Los activos de la 
entidad en liquidación que no sean adquiridos por otras entidades pú-
blicas, se enajenarán con criterio estrictamente comercial, con suje-
ción a las siguientes normas:

a) El liquidador podrá celebrar contratos con entidades públicas o 
privadas para promocionar y gestionar la pronta enajenación de los 
bienes;

b) La enajenación se hará por subasta, con o sin martillo, o por 
contratación directa bajo criterios de selección objetiva;

c) Se podrán admitir ofertas de pago del precio a plazo, con la 
constitución de garantías suficientes a favor de la entidad que deter-
mine el liquidador;

d) El precio base de enajenación será el del avalúo comercial. En 
todo caso, el valor por el cual podrá enajenar el liquidador los activos 
será su valor en el mercado, que debe incorporar el costo de oportu-
nidad del dinero y el valor presente neto de la administración y man-
tenimiento, de conformidad con la reglamentación que para el efecto 
establezca el Gobierno Nacional;

e) Se podrá hacer uso de mecanismos tales como la enajenación 
del predio total o la división material del mismo y la enajenación de 
los lotes resultantes, la preselección de oferentes, la constitución de 
propiedad horizontal sobre edificaciones para facilitar la enajenación 
de las unidades privadas resultantes y los demás que para el efecto 
determine el reglamento.

Parágrafo �º. Para la determinación de los bienes que deban ser 
materia de enajenación y la oportunidad en que esta deba realizarse, 
se tendrá en cuenta la necesidad de garantizar el funcionamiento de 
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la entidad durante la liquidación, pero sin afectar con ello la celeridad 
requerida en el procedimiento liquidatorio.

Parágrafo 2º. Para la enajenación de sus bienes, las entidades en 
liquidación podrán acudir a cualquiera de los mecanismos autoriza-
dos por el derecho privado, siempre y cuando en la celebración del 
contrato se garantice la transparencia, la eficiencia y la selección ob-
jetiva, en la forma que señale el reglamento. Para esta enajenación las 
entidades podrán, entre otros, celebrar convenios entre sí, contratos 
con particulares que se encarguen de dicha enajenación o aportar los 
bienes a mecanismos fiduciarios para enajenarlos, explotarlos econó-
micamente o titularizarlos.

Parágrafo 3º. Cuando dentro de los activos de la entidad en liqui-
dación se encuentren acciones, las mismas se podrán enajenar por 
los mecanismos previstos en el presente artículo, pero en todo caso 
deberán observarse los siguientes principios mínimos:

�. Deberá realizarse una primera oferta que estará exclusivamente di-
rigida a las personas señaladas en el artículo 3º de la Ley 226 de 1995.

2. En esta primera etapa los beneficiarios de la misma podrán ad-
quirir las acciones por el precio determinado para el efecto en el pre-
sente artículo y utilizar sus cesantías para adquirir estas acciones.

3. Las etapas subsiguientes se realizarán a través de mecanismos 
que permitan amplia concurrencia y en ellas el precio mínimo por el 
cual podrán adquirir terceros será aquel al cual se vendió a los benefi-
ciarios de las condiciones especiales a que se refiere el numeral 1.

Artículo 18. Se adiciona al artículo 32 del Decreto-ley 254 de 2000 
con los siguientes numerales:

6. Se podrán realizar pagos de pasivos mediante la dación en pago 
de bienes de la entidad, respetando en todo caso la prelación de cré-
ditos y el avalúo. Para tal fin, la dación se podrá efectuar a favor de 
un acreedor o un grupo de ellos que tengan la misma prelación y que 
expresamente lo solicite por escrito.

7. Se podrán aplicar las reglas previstas en el Estatuto Orgánico 
del Sistema Financiero y en las normas que lo desarrollen para los 
eventos en que existan activos que no han podido ser enajenados o 
situaciones jurídicas que no hayan podido ser definidas.

Artículo 19. El artículo 35 del Decreto-ley 254 de 2000 quedará así:
Artículo 35. A la terminación del plazo de la liquidación, el liqui-

dador podrá celebrar contratos de fiducia mercantil con una entidad 
fiduciaria por el cual se transferirá activos de la liquidación con el fin 
de que la misma los enajene y destine el producto de dichos bienes a 
los fines que en el inciso siguiente se indican.  La entidad fiduciaria 
contratista formará con los bienes recibidos de cada entidad en liqui-
dación un patrimonio autónomo.

La entidad fiduciaria destinará el producto de los activos que les 
transfiera el liquidador  a pagar los pasivos y contingencias  de la enti-
dad en liquidación, en la forma que hubiere determinado el liquidador 
en el contrato respectivo, de conformidad con las reglas de prelación 
de créditos previstas en  la ley.

Si pagadas las obligaciones a cargo de la entidad en liquidación 
quedaren activos o dinero en poder de la entidad fiduciaria contratada, 
esta los entregará al Fopep o al Fondo de Reservas de Bonos Pensio-
nales, según corresponda, en la forma y oportunidad que señale el 
Gobierno Nacional en el decreto que ordene la liquidación o en uno 
que lo complemente.

Pagados los pasivos o cuando los bienes entregados en fiducia sean 
suficientes para atenderlos,  los demás activos que no hayan sido obje-
to de fiducia, se traspasarán al Ministerio, Departamento Administra-
tivo o entidad descentralizada que determine la ley o el acto adminis-
trativo expedido por el Gobierno Nacional. Lo anterior, sin perjuicio 
de que cuando se enajenen  bienes, su producto se entregue al Fopep 
o al Fondo de Reserva de Bonos Pensionales, según lo determine el 
Gobierno Nacional.

Cumplido el plazo de  la liquidación en el acta final de liquidación  
por la cual se pone fin a la existencia legal de la entidad y, cuando 
sea del caso, se indicarán los activos que se transfieren o que se en-
cuentran en un patrimonio autónomo de conformidad con el presente 
artículo, así como los pasivos que se pagarán con cargo a dicho patri-
monio autónomo, y las obligaciones que asuman otras entidades con 
sujeción a lo previsto en el presente decreto.

Si al terminar la liquidación existieren procesos pendientes contra 
la entidad, las contingencias respectivas se atenderán con cargo al pa-
trimonio autónomo al que se refiere el presente artículo o a falta de 
este, el que se constituya para el efecto.  Lo anterior sin perjuicio de 
los casos en que la Nación u otra entidad asuman dichos pasivos, de 
conformidad con la ley.

Artículo 20. La coordinación de la labor de todos los liquidadores 
de las entidades de la rama ejecutiva del orden nacional suprimidas o 
disueltas, estará a cargo de una persona designada o contratada para 
el efecto por el Gobierno Nacional, la cual velará por que el proce-
dimiento administrativo de liquidación de las mismas se cumpla con 
celeridad, economía, moralidad y eficacia.

Artículo 2�. El artículo 42 del Decreto-ley 254 de 2000, quedará 
así:

Las entidades que se encontraban en proceso de liquidación a la 
fecha de entrada en vigencia del Decreto-ley 254 de 2000 sin un plazo 
establecido, tendrán un término máximo e improrrogable de dos (2) 
años, contados  a partir de la fecha de entrada en vigencia de la pre-
sente ley, para culminar su proceso de liquidación.

Dichas entidades podrán acogerse en lo pertinente, a las normas 
establecidas en este régimen.

Así mismo, el régimen contemplado en este decreto-ley se podrá 
aplicar a las obligaciones vigentes resultantes de procesos de liquida-
ción ya cumplidos.

Artículo 22. Régimen de transición. Las actuaciones iniciadas con 
base en las normas que por esta ley se modifican, se concluirán con 
arreglo a las disposiciones vigentes al momento de su iniciación; las 
demás, se someterán a lo que establece esta ley.

Artículo 23. Vigencia. Esta ley rige a partir de su promulgación y 
modifica en lo pertinente el Decreto-ley 254 de 2000.

IV. PROPOSICION
Por las consideraciones expuestas, solicitamos respetuosamente a 

los miembros de la plenaria del Senado de la República, aprobar las 
Objeciones Presidenciales por inconstitucionalidad al Proyecto de ley 
número 356 de 2005 Cámara, 136 de 2004 Senado, por medio de la 
cual se modifica el Decreto-ley 254 de 2000, sobre procedimiento de 
liquidación de entidades públicas de la Rama Ejecutiva del Orden 
Nacional y en consecuencia, aceptar las Objeciones Presidenciales 
por inconstitucionalidad.

De los honorables Congresistas,
Nancy Patricia Gutiérrez C., y Héctor Helí Rojas,

Senadores.
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